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El proceso de sustitución del sistema jurídico del Antiguo Régimen por el 
propugnado por los ilustrados, fundamentado en los principios de división de 
poderes, legalidad, igualdad, libertad... , fue lento y desigual en los países euro­
peos, así como su influencia en las distintas ramas del Derecho. Por lo que res­
pecta al Derecho Penal, es de destacar la influencia de Montesquieu con su obra 
El espíritu de las Leyes, de 1748, donde reflejó la conexión entre las leyes políti­
cas y penales, destacando la importancia de que «un buen legislador se preocupa­
rá menos de castigar los crímenes que de prevenirlos». Otro ilustrado que ejerció 
especial influencia algunos años después, en 1764, fue el marqués italiano Cesare 
Beccaria con su libro De los delitos y de las penas, en el que supo con su espíritu 
humanista, realizar una crítica de los horrores de la legislación y de la práctica 
penal y procesal penal, teniendo gran impacto en toda Europa ya que su conteni­
do era aplicable a todas las legislaciones europeas (1). 
Juan Antonio Delval, en la introducción a la obra de Beccaria, destaca las 
ideas más relevantes (2), y señala que en ésta podemos ver principios y derechos 
fundamentales relativos al Derecho Penal: 
- El principio de legalidad. 
- La función de prevención y rehabilitación social de la pena. 
- El principio de proporcionalidad. 
- El principio de igualdad. 
- El principio de división de poderes. 
- El derecho a un proceso sin dilaciones indebidas, a la defensa, a utilizar 
medios de prueba pertinentes para su defensa, etc. 
Estos principios y derechos siguen vigentes en la actualidad y no dejan de 
plantear cuestiones o polémicas que, con ocasión de crisis económicas o de trans-
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formaciones sociales, se agudizan creándose en determinados momentos tomas de 
posición que recuerdan ideas y valores anteriores a los sostenidos por los ilustra­
dos. Por ello, no conviene olvidar la historia, con el fin de prevenir el devenir de 
otros horrores. Sobre todo, porque las ideas de los ilustrados supusieron un cam­
bio fundamental en temas doctrinales e incluso legislativos, pero no así en la pues­
ta en práctica de los mismos. 
En relación con los derechos fundamentales y principios que recoge nuestra 
Constitución de 1978, concernientes al Derecho penal, nos detendremos en algu­
nos aspectos relativos al enfermo mental y a las medidas de seguridad, en especial 
la privativa de libertad: el internamiento. 
El artículo 25.2 de dicho texto expresa: «las penas privativas de libertad y las 
medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción 
social»; es la única referencia concreta a las medidas de seguridad en la que, junto 
con la pena, se establece la función o finalidad de las mismas, así como sus lími­
tes respecto a la restricción de derechos que suponen. 
La imposición de las medidas de seguridad se regula en nuestro Código Penal 
(en adelante CP) en la actualidad, y la aplicación de las mismas está en íntima 
relación con la inimputabilidad del sujeto que realizó el acto delictivo, trayendo 
como consecuencia la exención de la responsabilidad criminal. Aunque el Código 
no nombra la inimputabilidad, la doctrina, de forma poco pacífica, se ha encarga­
do de su estudio y construcción teórica, lo que ha influido, al igual que el concep­
to de enajenación, en su regulación. 
La inimputabilidad 
El papel que desempeña la imputabilidad en la teoría jurídica del delito hace 
necesario perfilar la misma, por lo que procedemos a exponer las distintas con­
cepciones de los autores. 
Para Sáinz Cantero, la imputabilidad y su ausencia, están en relación al prin­
cipio de culpabilidad, siendo aquélla el primer presupuesto de este principio (3), 
que define como «capacidad del hombre para actuar culpablemente, esto es: para 
realizar la acción (que puede ejecutar también si no es imputable) típica y antiju­
rídica, con dolo o culpa, y para que el ordenamiento jurídico pueda exigirle que se 
comporte conforme a lo que la norma manda o prohíbe... La imputabilidad exige 
una doble capacidad: la de conocer el significado antijurídico de la acción y la de 
dirección de la voluntad, poder orientar la conducta conforme a ese conocimien­
to». Destaca, asimismo, que ambas capacidades se contienen en la sentencia del 
Tribunal Supremo de 25 de febrero de 1970. A la vez que distingue entre el inim­
putable (le falta una o las dos capacidades) y el semimputable (que sin faltarle 
Legitimación del internamiento 29 (29) 
ORIGINALES Y REVISIONES 
totalmente tales capacidades las tiene sensiblemente disminuidas). En resumen, 
«la imputablidad es capacidad de actuar culpablemente». 
Para Mir Puig, la fórmula que maneja la doctrina dominante sobre la imputa­
bilidad es susceptible de crítica porque presupone el libre albedrío, es decir, «el po­
der actuar de otro modo», lo que es indemostrable científicamente; por esta razón 
no puede fundamentarse la culpabilidad, ni la imputabilidad, en este presupuesto. 
Reconoce, al igual que Sáinz Cantero, que no hay acuerdo en la doctrina 
sobre el contenido formal, ni en el significado material de la culpabilidad, soste­
niendo que «existe culpabilidad cuando el autor de un hecho penalmente antijurí­
dico actúa en condiciones de motivabilidad normal, lo que sucede si no es inim­
putable», excluyendo el dolo y la culpa de la culpabilidad e incluyéndolo en el tipo 
de injusto. «El inculpable es en realidad un sujeto no motivable mediante normas», 
añadiendo que en un Estado social y delllocrático el Derecho se dirige a la colec­
tividad y la exigibilidad penal al hombre normal; por ello castigar a un inimputa­
ble conculcaría el principio de igualdad real ante la ley, ya que sería elevar el nivel 
de exigencia en estos casos por encima de lo normal. Sitúa, por tanto, la inimpu­
tabilidad también dentro del principio de culpabilidad (4). 
La cuestión de la indemostrabilidad del libre albedrío ha hecho surgir una 
serie de planteamientos en relación a la culpabilidad. En este sentido, la posición 
de Gimbernat es representativa en la doctrina española, que sustituye el concepto 
de culpabilidad por el de «política social», utilizando también como Mir Puig la 
idea de que el Derecho penal motiva al sujeto para que no cometa delitos, atribu­
yéndole una función preventivo-penal y sosteniendo que el imponer una pena a un 
enfermo mental o a un niño es intolerable y abusivo, además de innecesario, por­
que el no imponer la pena en estos casos no afecta al carácter inhibitorio general 
de las prohibiciones penales, no perdiendo la norma penal vigor inhibitorio por­
que los inimputables queden exentos de la responsabilidad criminal (5). 
En relación a las distintas posiciones de los autores respecto al papel y alcan­
ce de la culpabilidad dentro de la teoría del delito y su relación con la inimputabi­
lidad, podríamos decir que existen diferencias en función de que a) se presuma o 
se fundamente en el libre albedrío o autodeterminación del individuo y b) que no 
se acepte tal presupuesto, desanollando fórmulas alternativas que expliquen la no 
punición é;l sujetos en los casos de enajenación. Coinciden los autores en la admi­
sión de la exención de la responsabilidad penal a los inimputables en un Estado 
democrático de Derecho. 
La enajenación 
En el Derecho romano se reconoció la exención de la pena a determinados 
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enfermos mentales: al mente-caputs, alfuriosus y al demens si no estaban en un 
intervalo lúcido. Marco Aurelio previó una especie de internamiento asegurativo 
(ad securitatem proximorum) que algunos autores han catalogado como el antece­
dente de las medidas de seguridad. En Las Partidas, inspiradas en el Derecho 
romano, se recogía a los locos, furiosos y desmemoriados. 
La introducción de la exención de la responsabilidad penal al enfermo men­
tal y el sometimiento de éste a una medida de seguridad, tal y como se recoge en 
el derecho positivo actual, se produjo en el siglo XIX por influencia de la Escuela 
Clásica (6). 
La evolución en el Derecho positivo español 
El C.P. de 1822 (artículo 26), decía «Tampoco se puede tener por delincuen­
te ni culpable al que comete la acción hallándose dormido, o en estado de demen­
cia o delirio, o privado del uso de razón de cualquier otra manera independiente­
mente de su voluntad». Describe las circunstancias en que un sujeto no es delin­
cuente ni culpable. 
El C.P. de 1848 (artículo 8.1) declara exento de responsabilidad criminal al 
«loco o demente a no ser que haya obrado en un intervalo de razón», lo que recuer­
da la influencia romanista. 
Por su parte, el C.P. de 1970 decía «el imbécil y el loco, a no ser que éste haya 
obrado en un intervalo de razón» y fijaba medidas de reclusión en los hospitales 
si el delito era grave y custodia familiar cuando era leve. Esta medida se incorpo­
ra en el nuevo en el C.P. de 1995. 
El de 1928 (artículo 55), establecía: «Es irresponsable el que, en el momen­
to de ejecutar la acción u omisión punible, se hallare en estado de perturbación o 
debilidad mental, de origen patológico, que prive necesariamente y por completo 
a su conciencia de la aptitud para comprender la injusticia de sus actos, o a su 
vountad para obrar de acuerdo con ella siempre que no se hubiese colocado en ese 
estado voluntariamente...». 
Es el C.P. de 1932 (artículo 8.1) el que introduce el término enajenado, pro­
puesto por el psiquiatra Sanchís Banús, para ampliar el alcance de la exención, cuyo 
significado o contenido no está claro, ya que no es un concepto psiquiátrico, omi­
tiéndose la referencia a los intervalos lúcidos. El término se mantuvo en el Código de 
1944 vigente hasta 1996, no alterándose con la reforma de Ley Orgánica 8/1983 (7). 
Este artículo 8 del anterior C.P., incluido dentro del apartado «De las cir­
cunstancias que eximen de la responsabilidad criminal», decía textualmente 
«Están exentos de la responsabilidad criminal: 
1.0 El enajenado y el que se halla en situación de trastorno mental transito­
rio, a no ser que éste haya sido buscado a propósito para delinquir... ». 
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En el Derecho comparado existen tres fórmulas para declarar la exención de 
la responsabilidad en los casos de enfermedad mental: la biológica (o psiquiátri­
ca), las psicológicas y las mixtas biológico-psicológicas. El Código Penal conte­
nía la fórmula psiquiátrica, pero la jurisprudencia, con el aplauso de la doctrina, 
ha exigido que además concurra el efecto psicológico, convirtiéndose en la prác­
tica en una fórmula mixta. 
Doctrina general 
Según sentencias del Tribunal Supremo (T. S.) de 25/10/84 Y de 29/1/88, para 
que la enajenación exima de la responsabilidad crinlÍnal se requiere que en el suje­
to concurra, aparte de la enfermedad mental, una situación de completa y absolu­
ta perturbación de sus facultades de conocimiento y voluntad, hasta el extremo de 
hallarse en un estado de verdadera y manifiesta inconsciencia para su determina­
ción en la vida en relación. Mir Puig considera que la total ausencia de las capa­
cidades intelectivas y volitivas en el sujeto tendrá como consecuencia no sólo la 
inimputabilidad y la falta de culpabilidad, sino también la falta de la acción y por 
tanto la antijuricidad (según concepción finalista) (8). 
Además de las enfermedades mentales, se incluyen dentro del concepto de 
enajenado las oligofrenias, que no son una enfermedad mental sino un déficit inte­
lectual del sujeto. 
En relación a las enfermedades mentales (presupuesto biológico de la eximen­
te), no es un elemento cerrado y exhaustivo de categorías diagnósticas psiquiátricas, 
como así ha señalado la jurisprudencia, sino un reflejo en el actuar del sujeto, es de­
cir, el efecto psicológico. Las que pueden dar lugar a enajenación según el TS son: 
- Las psicosis, en cualquiera de sus formas siempre que su intensidad en el 
momento de la ejecución del acto delictivo sea plena. Con especial facilidad han 
sido consideradas la esquizofrenia y también la paranoia como eximentes. No así 
en la psicosis maniaco-depresiva, debido a los intervalos lúcidos que se dan en esta 
patología cuando remiten las fases (9). 
- En las psicopatías se rechaza con frecuencia la eximente de enajenación, 
aunque se admite la incompleta (anterior arto 9.1. C.P.). Ya que la fórmula bioló­
gica-psicológica no se aprecia en este tipo de trastornos como en los anteriores, 
porque no se considera que en el psicópata existan problemas de orden intelectivo 
o volitivos que fundamenten su valoración jurídica (10). 
- Las neurosis también se excluían con frecuencia del ámbito de la enajena­
ción (art. 8.1.), aunque sí han dado lugar a la apreciación de la eximente de tras­
torno mental transitorio del mismo artículo. 
La inclusión de las oligofrenias en el concepto de enajenado ha suscitado crí­
ticas de los autores, sugiriendo algunos que se ha de expresar textualmente o 
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emplear una redacción que refleje los problemas de esta discapacidad en relación 
a la imputabilidad. El T. S. aprecia esta eximente en función del déficit que se 
manifiesta en el coeficiente intelectual del sujeto (11). 
El efecto psicológico introducido por la doctrina y la jurisprudencia impide 
que se pueda apreciar la eximente de enajenación mental por el solo hecho de que 
el sujeto padezca una enfermedad mental, sino que además en el momento del 
hecho ha de tener un efecto psicológico concreto de exclusión de la imputabilidad. 
Ésta ha de ser actual, en el momento del delito, aunque remita después del hecho 
y no se dé en el momento del juicio. 
La medida de seguridad de internamiento 
Antes de la L.O. 8/1983 de 25 de junio, de Reforma urgente y parcial del C.P., 
el internamiento del enajenado era imperativo y no quedaba al arbitrio del tribunal. 
Textualmente establecía la norma: «El tribunal decretará», obligatoriedad asumida 
por la jurisprudencia y la doctrina dominante y oponiéndose a esta tesis Córdoba 
Roda, Mena Álvarez, Terradillos Basoco y Rodríguez Devesa, entre otros (12, 13). 
La citada Reforma permitió al tribunal sentenciador sustituir por otras medi­
das de seguridad, desde el principio o durante el tratamiento de internamiento, 
quedando el citado arto 8.1 con la siguiente redacción: «oo. Cuando el enajenado 
hubiere cometido un hecho que la ley sancionare como delito, el tribunal decreta­
rá su internamiento en uno de los establecimientos destinados a los enfernl0s de 
aquella clase, del cual no podrá salir sin previa autorización del mismo tribunal. 
Cuando el tribunal sentenciador lo estime procedente, a la vista de los infor­
mes de los facultativos que asistan al enajenado y del resultado de las demás actua­
ciones que ordene, podrá sustituir el internamiento, desde un principio o durante 
el tratamiento, por alguna o algunas de las siguientes medidas: 
a) Sumisión a tratamiento ambulatorio. 
b) Privación del permiso de conducción o la facultad de obtenerlo durante 
el tratamiento o por el plazo que se señale. 
c) Privación de la licencia o autorización administrativa para la tenencia de 
armas, o de la facultad de obtenerla, con intervención de las mismas durante el tra­
tamiento o por el plazo que se señale. 
d) Presentación mensual o quincenal, ante el juzgado o tribunal sentencia­
dor, del enajenado, o de la persona que legal o judicialmente tenga atribuida su 
guarda o custodia». 
La medida de seguridad de internamiento planteó numerosos problemas de 
interpretación y su aplicación en la práctica originó la vulneración de determina­
dos derechos fundamentales, a saber: 
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1.° La ley condicionaba la medida privativa de libertad a que el enajenado 
cometiera un hecho que la Ley sancionare como delito, y no cuando el hecho fuera 
constitutivo de falta, según la letra de la ley y la opinión de ciertos sectores doc­
trinales. «Sin embargo, la sentencia 71811993, de 31 de marzo, de la Sala Segunda 
del Tribunal Supremo admite la aplicación de la medida de internamiento en un 
caso de condena por faltas de lesiones, en la medida en que el hecho resulta sin­
tomático de la elevada peligrosidad del sujeto...» (14). 
2.° Dicho artículo no establecía como requisito indispensable para imponer 
la medida de internamiento que el delito estuviera castigado con una pena privati­
va de libertad, a diferencia de la eximente incompleta de enajenación del arto 9.1 
del mismo C.P. 
3.° En relación a la duración del internamiento no se establecen límites, 
como en el citado arto 9.1 que dispone que «la medida de internamiento sólo será 
aplicable cuando la pena impuesta fuere privativa de libertad y su duración no 
podrá exceder de esta última». Quizás sea ésta la cuestión que en la práctica pre­
sentó más problemas para el enajenado. 
4.° Otra cuestión de suma importancia es la protección de los derechos del 
enajenado durante el internamiento en los establecimientos destinados a los enfer­
mos de aquella clase. 
5.° Así también la falta de temporalización en las actuaciones del tribunal 
para recabar información de la evolución de la enfermedad que motivó el trata­
miento sanitario obligatorio en sustitución de la pena privativa de libertad, por lo 
que estas actuaciones, que, en suma, estarían orientadas a cumplir con el artículo 
25.2 de la Constitución, quedaron al ritmo que el Juez o Tribunal estimaran opor­
tuno o al que condiciona las propias dificultades de la Administración de Justicia. 
La defectuosa redacción de este artículo propició una cuestión de inconstitu­
cionalidad promovida por el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción de Gandía 
en relación a los artículos de la Constitución Española siguientes: 
- Art. 14: principio de igualdad. 
- Art. l7: derecho a la libertad y seguridad. 
.- Art. 24: el derecho a la tutela judicial efectiva, presunción de inocencia. 
- Art. 25: principio de legalidad penal. 
El Tribunal Constitucional en Sentencia de 21/1/1993 se pronuncia salvando 
la constitucionalidad del precepto en cuestión, pero no sin antes precisar cuál es el 
régimen jurídico de la enajenación en el C.P. y, más concretamente cuáles son las 
medidas de seguridad aplicables a los enajenados: 
* La medida de seguridad no supone una reacción frente a la culpabilidad del 
sujeto, no tiene como finalidad la sanción del hecho delictivo. Aunque el Código 
Penal no establece cuál es el fundamento de la medida de seguridad, se deduce que 
el criterio es el de la peligrosidad del sujeto y no la mayor o menor gravedad del 
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hecho delictivo...» pese a que el Código no prescinda por completo de este segun­
do elemento, ya que la comisión de una falta no es suficiente para prescribir el 
internamiento o cualquiera de las medidas previstas en el arto 8.1.». 
* La «relativa indeterminación» del tipo de medida, o la indeterminación de 
su duración, responde a que la misma está en relación con la peligrosidad y la evo­
lución de la enfermedad del inimputable, dato incierto y aleatorio, lo que justifica 
el diferente trato penal a los cuerdos y a los enajenados, no vulnerando esta dis­
tinción el principio de igualdad. 
* En relación a la presunta vulneración del principio de inocencia, el Tribunal 
manifiesta que conforme «a STC 11211988 (RTC 19881112) y en concordancia 
con la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos al interpretar el arto 
5.1 e) del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundanlentales, la legalidad del internamiento de un enajenado ha de 
cumplir, entre otras condiciones, las siguientes: 
a) haberse probado de manera convincente la enajenación mental del ena­
jenado... 
«b) que ésta revista un carácter o amplitud que legitime el internamien­
to...». 
* La duda de inconstitucionalidad del art. 8.1 C.P. que plantea el Juez que 
promueve la cuestión, por entender que vulnera los 14, 17 Y25 de la C.E, por los 
motivos siguientes: 
- la posibilidad de decretar un internamiento de duración indeterminada. 
- la falta de proporcionalidad entre la medidas de seguridad aplicadas a los 
enajenados y las penas aplicadas a los que no gozan de la eximente por la comi­
sión del mismo hecho. La resuelve el TC aduciendo «que la simple lectura del pre­
cepto cuestionado permite comprobar lo infundado de esta pretendida vulneración 
constitucional», ya que la citada norma no obliga al Juez a imponer la medida de 
internamiento, sino al contrario, con la redacción dada por la L.O. 8/83 le da al tri­
bunal sentenciador anlplias facultades para decretar un internamiento o las restan­
tes medidas que recoge dicho precepto, desde el principio o durante el tratamien­
to, adaptándolas a la posible evolución de la enfermedad del enajenado, así como 
el cese inmediato cuando ya no resulten necesarias. 
«La redacción actual del precepto cuestionado permite, con una correcta apli­
cación judicial del mismo, que el internamiento o cualquier otra de las medidas de 
seguridad previstas en ningún caso sea arbitrario o desproporcionado [... ] y, de otra 
parte, también corresponde al Tribunal penal, a través de los sucesivos controles, 
de oficio o a instancia de parte, controlar la evolución de la enfermedad a efectos 
de mantener o sustituir o eliminar las medidas de seguridad adoptadas [... ]. Es 
cierto que el legislador hubiera podido establecer medidas concretas para asegurar 
con mayores garantías la constante adaptación de las medidas de seguridad a la 
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evolución de los enajenados (mediante, por ejemplo, la exigencia de controles 
periódicos... ). Con todo no cabe duda que la redacción actual del arto 8.1 del 
Código Penal resulta garantía suficiente desde el punto de vista del principio de 
legalidad.» 
Por lo que respecta a la indeterminación temporal de las medidas de seguri­
dad y, en especial, de la de internaIuiento, la sentencia del T.C. destaca «que el 
internamiento no puede prolongarse válidamente cuando no subsista el trastorno 
mental que dio origen al mismo. En consecuencia, resulta obligado el cese del 
internamiento, mediante la concesión de la autorización precisa, cuando conste la 
curación o la desaparición del estado de peligrosidad que motivó, correspondien­
do al tribunal penal realizar los pertinentes controles sucesivos a tal fin». 
El informe del Defensor del Pueblo y el Art. 8./ 
El informe (15) valora que la Reforma 8/1983 mejoró sustancialmente la 
regulación anterior, aunque más en el arto 9.1 del C.P. que en el 8.1, en el cual a 
juicio de esta institución se apreciaban todavía importantes deficiencias que ha­
cían necesaria la reforma del mismo: 
].0 El artículo no contemplaba el requisito de que el delito cometido lleva­
ra aparejado una pena privativa de libertad para imponer la medida de seguridad 
de internamiento, como sí ocurría en el arto 9. 1. Lo que permitía privar de libertad 
al enajenado que hubiera cometido un delito no grave y además no tuviera seña­
lada pena privativa de libertad. En las visitas a los «establecimientos destinados a 
los enfermos de aquella clase» se pudo constatar internamientos al amparo de este 
artículo por delitos de escasa entidad (amenazas, coacciones, resistencia a la auto­
ridad, escándalo público, hurto y formas leves de prostitución). 
2.° La no existencia de una predeterminación o duración máxima de la 
medida de seguridad de privación de libertad. 
3.° No se impone de forma expresa al Tribunal sentenciador la obligación 
de controles periódicos de la medida de privación de libertad en intervalos razo­
nables, tal y como exige la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos. Algunos de los casos investigados en los centros psiquiátricos de los 
que la institución dice «puede resultar, desgraciadamente, clarificadora», es repre­
sentativo de la magnitud del problema en la práctica: 
* Ciudadano internado en virtud de auto de sobreseimiento libre, en el año 
1962, por delito de amenazas. Hasta 26 años después el tribunal no se pronuncia 
en favor de la medida de tratamiento ambulatorio. Solicitado posteriormente por 
el Hospital el cese de la medida de seguridad, el Tribunal no ha dado respuesta. 
* Ciudadana ingresada en el año 1928 en virtud de una causa penal por pre­
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sunto delito de asesinato, si bien en el Hospital no consta la resolución judicial que 
motivó el internamiento. La paciente, tras sesenta años de internamiento, falleció 
sin que su actuación fuera en ningún momento revisada por el Tribunal. 
* En un solo Hospital psiquiátrico se registraron al menos 11 casos parecidos 
a los descritos anteriormente. En otro se observa también el silencio de los órga­
nos jurisdiccionales competentes en la revisión de la medida de internamiento des­
pués de ser solicitada la revisión de ésta por el Hospital donde se encuentran inter­
nados los afectados. Los pacientes estaban ingresados desde los años 1978, 1980 
Y 1981. 
El trabajo de investigación llevado a cabo por el Defensor del Pueblo, a par­
tir del cual realiza el análisis de las deficiencias señaladas en este artículo, es la 
mejor forma de fundamentar la necesidad de su reforma, planteando las siguien­
tes alternativas: 
1.° El principio de proporcionalidad de la consecuencia penal, en virtud del 
cual la medida de seguridad ha de guardar proporción con la pena aparejada para 
tal delito. De lo que se deduce que no se pueda imponer una medida de seguridad 
privativa de libertad si el delito no estuviera castigado con pena de tal naturaleza. 
2.° El límite de la medida de seguridad no ha de sobrepasar el tiempo de la 
pena privativa de libertad que establece el C.P. para el caso de que el sujeto no 
estuviera exento de la responsabilidad penal. 
3.° Imposición a los órganos jurisdiccionales de la obligación expresa de 
revisar periódicamente la situación de internamiento. 
Las reformas introducidas en el «Código Penal de la democracia» 
En la ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, en el 
C. Il del T. 1. L.I. con la rúbrica «De las causas que eximen de la responsabilidad 
criminal», está ubicado el artículo 20, en el que se sustituye el término de enajena­
ción, pero se introduce la elaboración doctrinal y jurisprudencia] que se le dio a di­
cho término, conservando en esencia la fórmula mixta biológico-psicológica: el 
padecer una enfermedad nlental «cualquier anomalía o alteración psíquica», en un 
sentido amplio, ya que no en todas las enfermedades mentales la causa u origen de 
la misma es biológica; y el efecto psicológico lo expresa claramente: «no pueda 
comprender la ilicitud del hecho» (facultades intelictivas alteradas) «o actuar con­
forme a esa comprensión» (ídem con la facultades volitivas), aparte de exigir el re­
quisito de la actualidad: «el que al tiempo de cometer la infracción penal». 
El T. IV del libro 1 se dedica a las nledidas de seguridad «~De las medidas de 
seguridad»), dentro del cual el C. I. se ocupa «De las medidas de seguridad en 
general» y el C. n. «De la aplicación de las medidas de seguridad». 
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- «De las Inedias de seguridad en general»: 
* Art. 95.1. «Las medidas de seguridad se aplicarán por el Juez o Tribunal, 
previos los informes que estime convenientes, a las personas que se encuentren en 
los supuestos previstos en el Capítulo siguiente de este Código, siempre que con­
curran estas circunstancias:» (En el capítulo siguiente arto 101.1, que analizaremos 
más adelante de forma más exhaustiva, habla entre otros de los declarados inim­
putables al n.o 1.° del arto 20; se podrá aplicar, si fuera necesaria, la medida de 
internamiento). 
«1.a Que el sujeto haya cometido un hecho previsto como delito.» Continúa 
la redacción anterior, aunque se concreta expresamente como requisito, lo que 
favorecerá su cumplimiento y evitará la aplicación de una medida de seguridad 
privativa de libertad en la comisión de una falta, como en la citada sentencia del 
TS 718/1993, de 31 de marzo, en contradicción con la doctrina del Tribunal Cons­
titucional. 
2.a «Que del hecho y de las circunstancias personales del sujeto pueda 
deducirse un pronóstico de comportamiento futuro que revele la probabilidad de 
comisión de nuevos delitos.» Se refiere a la peligrosidad del sujeto en cuestión, al 
igual que en el arto 6.1 «Las medidas de seguridad se fundamentan en la peligro­
sidad criminal del sujeto al que se impongan,...», siguiendo la doctrina del 
Tribunal Constitucional en sentencia del 21-1-93. En este sentido es importante 
tener en cuenta, como dice Jesús Fernández Entralgo (16), la fiabilidad que apor­
tan los avances de la Ciencia Psiquiátrica o del Psicoanálisis para realizar tales 
pronósticos. 
3.a «Cuando la pena que hubiere podido imponerse por el delito cometido 
no fuere privativa de libertad, el Juez o Tribunal Sentenciador sólo podrá acordar 
alguna o algunas de las medidas previstas en el arto 105.» Este artículo está en la 
Sección 2 dedicada a las medidas de seguridad no privativas de libertad. Se refor­
ma con la orientación propuesta por el Defensor del Pueblo y de otros autores, lo 
que supone que en los casos en que el delito cometido por el inimputable no lleve 
impuesta pena privativa de libertad, la medida de seguridad a aplicar no puede ser 
en ningún caso de internamiento. 
Los tipos de medidas que se pueden imponer las regula el Art. 96 que dice 
textualmente: 
«l. Las medidas de seguridad que se pueden imponer con arreglo a este 
Código son privativas y no privativas de libertad. 
2. Son medidas privativas de libertad: 
l.a El internamiento en centro psiquiátrico.» (Parece referirse al igual que 
el arto 8.1 a Instituciones monográficas para enfermos psiquiátricos. lo que podría 
ser contrario a lo dispuesto por la Ley General de Sanidad, arto 20, que dispone el 
ingreso en hospitales generales). 
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«2.a El internamiento en centro de deshabituación. 
3.a El internamiento en centro educativo especial.» 
Es importante la diferencia expresa que establece el nuevo Código en los 
internamientos entre la l.a y 3.a de este artículo, en el sentido de que la nueva regu­
lación está más acorde con los fines que han de tener las medidas de seguridad, 
aportando mayor grado de protección y garantía como establece el arto 25.2 de la 
Constitución, ya que hasta la fecha debido a la falta de recursos para sectores 
socialmente marginados, las personas que se encuentran afectadas por alteracio­
nes de la percepción (art. 20.3) eran internados en manicomios, donde no se les 
daba la educación y atención adecuadas. 
* El arto 97 otorga competencias al Juez o Tribunal sentenciador durante la 
ejecución de sentencia, previa propuesta del Juez de Vigilancia Penitenciaria y 
mediante procedimiento contradictorio para: 
«a) Decretar el cese de cualquier medida de seguridad impuesta en cuanto 
desaparezca la peligrosidad criminal del sujeto.» 
b) Sustituir una medida de seguridad por otra que estime más adecuada, y 
dejar sin efecto la medida sustitutoria cuando la evolución sea desfavorable. 
c) Suspender la ejecución de la medida en atención al resultado ya obteni­
do por «un plazo no superior al que reste hasta el máximo señalado en la senten­
cia que lo impuso». Dicha suspensión quedará condicionada, (la cual podrá dejar­
se sin efecto) a que el sujeto no delinca durante este plazo, si nuevamente resulta­
ra acreditada las circunstancias previstas en el arto 95. 
El Juez de Vigilancia Penitenciaria está obligado, como mínimo una vez al 
año, a elevar una propuesta de mantenimiento, cese, sustitución o suspensión de la 
medida de seguridad privativa de libertad impuesta. Como habían observado el TC 
en la sentencia anteriormente citada y el informe del Defensor del Pueblo, la falta 
de plazos para la realización de los controles que se establecieron con la Reforma 
de la L.O. 8/83, ahora se establecen cada año. En opinión de la Asociación 
Española de Neuropsiquiatría, el plazo razonable sería cada 6 meses, como se dis­
pone para los internamientos involuntarios al amparo de la legislación civil (art. 
211 CC). 
* En el arto 98 se desarrolla el último párrafo del arto anterior, correspon­
diéndole también al Juez de Vigilancia Penitenciaria la valoración de los informes 
emitidos por los facultativos y profesionales que asistan al inimputable y el resul­
tado de las demás actuaciones que con este fin se ordenen. 
También contempla la nueva regulación que la fuga del sometido a la medi­
da de seguridad de internamiento, (art.l 00) «dará lugar al reingreso del sujeto...», 
y que el quebrantamiento de otra medida de seguridad distinta al internamiento 
podrá ser sustituida por esta última, «si ésta estuviese prevista para el supuesto de 
que se trate y si el quebrantamiento demostrase su necesidad». Se resuelve la duda 
Legitimación del internamiento 39 (39) 
ORIGINALES Y REVISIONES 
existente en la doctrina en relación al arto 8.1, de si era posible, después de aplicar 
por sustitución la sumisión a tratamiento ambulatorio, volver a imponer la medi­
da de seguridad de internamiento cuando la evolución del sujeto fuera desfavora­
ble. Por otro lado, el arto 468 articula como delito el quebrantamiento de una medi­
da de seguridad (17). 
En el C. I1, «De la aplicación de las medidas de seguridad», la sección 1.a la 
dedica a las medidas privativas de libertad. 
Respecto a la medida de internamiento, por primera vez en nuestro Derecho 
positivo se establecen límites a la duración del internamiento, el cual «no podrá 
exceder del tiempo que habría durado la pena privativa de libertad, si hubiera sido 
declarado responsable el sujeto, y a tal efecto el Juez o Tribunal fijará en la sen­
tencia ese límite máximo.» (art. 101.1). En concordancia con el arto 6.2 que dis­
pone: «Las medidas de seguridad no pueden resultar más gravosas ni de mayor 
duración que la pena abstractamente aplicable al hecho cometido, ni exceder el 
límite de lo necesario para prevenir la peligrosidad del autor», donde el límite lo 
modela el principio de igualdad para las medidas de seguridad en general. 
La autorización para abandonar el establecimiento, corresponde al Juez o 
Tribunal sentenciador (art. 101.2), tanto el límite máximo del internamiento como 
quien debe de autorizar la salida. Se establecen para los tres tipos de internamien­
tos: enfermos mentales, problemas de toxicomanías, tanto legales como ilegales 
(en cualquier caso la toxicomanía es un problema también de salud mental aunque 
el Código los trate por separado), y los que necesitasen educación especial. Por lo 
que respecta a la medida de internamiento, quizás sea la gran novedad del nuevo 
Código el límite temporal en el cumplimiento de la misma. 
El arto 102 hace que sea posible aplicar la medida de seguridad de interna­
miento para deshabituación en un centro especializado a tal efecto. Desde muchos 
sectores sociales (madres contra la droga, Personal de la Administración de 
Justicia etc.) se ha reclamado, e incluso en la L.O. 1/1992, de 2] de febrero, de 
Protección de la Seguridad Ciudadana (<<Ley Corcuera») en su arto 25.2 deja abier­
ta la posibilidad de suspender las sanciones si el infractor se somete a un trata­
miento de deshabituación «...en la forma y por el tiempo que reglamentariamente 
se determine». No nos parece acertado el contenido del arto 102 por lo dicho ante­
riormente, que es un problema más de salud mental y como tal ha de tratarse cuan­
do el sujeto tenga mermadas sus facultades volitivas e intelictivas, es más, tendrá 
incluso su tratamiento involuntario al amparo de la legislación civil cuando sea 
necesario. No es adecuado ni desde el punto de vista jurídico ni asistencial some­
ter a tratamiento obligatorio a una persona para deshabituarse de la droga, como 
no sea para tranquilidad de la sociedad desde el punto de vista de la seguridad ciu­
dadana. Es más, si algo es terapéutico en el toxicómano es que asuma la respon­
sabilidad ya sea penal o de tratamiento sanitario como cualquier otro ciudadano 
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que no tiene mermadas su capacidades intelictivas y volitivas, en suma, la de su 
propia vida. 
Las medidas de seguridad no privativas de libertad se recogen en el arto 96.3 
yen la Sección 2.a • Son aplicables una o varias medidas desde el principio o duran­
te la ejecución de sentencia por el Juez o Tribunal que «la podrá acordar razona­
damente». Hay que destacar las siguientes medidas: 
«a) Sumisión a tratamiento externo en centros médicos o establecimientos 
de carácter socio-sanitario.» Normalmente después del internamiento el trata­
miento continúa de forma ambulatoria (sea medida de seguridad o no). Algunos 
órganos jurisdiccionales al acordar tal medida (sumisión a tratamiento arrlbulato­
rio recogida con anterioridad en el arto 8.1) establecían los días o periodicidad de 
las consultas con el facultativo. Esto planteaba serios problemas a los profesiona­
les que atendían al inimputable, ya que que las citas asistenciales con cualquier 
paciente se establecen en función de la evolución de éste. Estas actuaciones de los 
órganos jurisdiccionales parecían una confusión entre los apartados a) y d) del 
citado artículo: «Presentación mensual o quincenal, ante el Juzgado o Tribunal 
sentenciador...» 
Por último, la Disposición Adicional Primera dispone que el Ministerio 
Fiscal instará, si fuera procedente, la declaración de incapacidad ante la 
Jurisdicción Civil y, en su caso, el internamiento conforme a las normas de la 
legislación civil (art. 211), cuando una persona sea declarada exenta de responsa­
bilidad criminal conforme al arto 20 números 1.° y 3.° El art. 211 del Código Civil 
reformado con ocasión de la Ley Orgánica 111996, de 15 de enero, de Protección 
Jurídica del Menor, regula los internamientos por razón de trastorno psíquico de 
una persona que no esté en condiciones de decidirlo por sí. 
Conclusiones 
La evolución del Derecho Penal a partir de la Ilustración ha sido profunda, 
tanto en sus principios como en relación a 10 materializado en el Derecho positi­
vo y en la práctica procesal. Estos cambios, sin duda, están íntimamente relacio­
nados con la evolución social a 10 largo de la historia. La Constitución Española 
de 1978 ha supuesto un cambio radical en el Ordenamiento Júridico español, pro­
duciendo en éste importantes modificaciones, que se han hecho patentes, como era 
de esperar, en el área de Derecho Penal. Ahora bien, este cambio o evolución no 
ha sido uniforme, siendo más lento en algunos calnpos, estando afectado en este 
sentido todo lo referente a la enfermedad mental, y por ende su regulación, su 
práctica y la producción jurisprudencial y doctrinal de la misma. 
El derecho positivo español ha estado impregnado (a pesar de los principios 
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y del interesante catálogo de Derechos Fundamentales y Libertades Públicas con­
tenidos en nuestra Constitución) de los prejuicios y el rechazo que existe en nues­
tra sociedad hacia la enfermedad mental y, más en concreto, al loco. Este discur­
so social marginador originado por el miedo a lo desconocido y a la «sinrazón» ha 
sido el inspirador de algunas normas jurídicas que en muchos casos, unido a la 
forma en que ésta es puesta en práctica por nuestros operadores jurídicos, cuando 
no han sido francamente inconstitucionales, han estado en su ir y venir pisando 
con frecuencia el borde de la Constitución. 
Las medidas de seguridad aplicables a los que están exentos de responsabili­
dad criminal, por encontrarse como dice la L.O. de C.P. «al tiempo de cometer él 
la infracción penal, a causa de cualquier anomalía o alteración psíquica, no pueda 
comprender la ilicitud del hecho o actuar conforme a esa comprensión», suponen, 
como señala la doctrina, que el sujeto en cuestión es un inimputable, y el Derecho 
Penal no puede tratar igual en un Estado democrático y de Derecho al que lo es y 
al que no lo es. Quizás la idea más relevante y en la que coinciden mayor número 
de autores es que al inimputable no se le aplica una pena en aras al principio de 
igualdad. 
A través del Derecho penal la sociedad arbitra fórmulas para evitar que un 
sujeto que tiene sus facultades mentales mermadas cometa hechos delictivos, y 
una de éstas es la medida de internamiento, que es la más dura y trae consigo la 
pérdida de libertad, reconocida en nuestra Constitución en los arts. 1.1 y 17 como 
un derecho esencial. Tal medida ha de estar regulada de forma que no se infrinjan 
los principios constitucionales y penales. 
El texto resultante de la L.O. que reformó el arto 8.1 en el momento de su 
aplicación no ha sido precisamente un modelo de tales principios: 
* En relación al tan cacareado principio de igualdad podemos decir que ha 
sido paradójico, ya que lo ocurrido en la práctica ha sido algo diferente a la doc­
trina del Tribunal Constitucional expresada en Sentencia de 21/1/1993: 
- La comisión de una falta ha sido suficiente para decretar la medida de inter­
namiento. 
- El criterio de peligrosidad social determinante de la imposición de la medi­
da de seguridad, con frecuencia se ha confundido con el de curación. 
- La finalidad de la medida, aparte de cumplir con la seguridad ciudadana, 
no ha sido igual de clara con el objetivo de rehabilitación y reinserción social. 
- El no imponer a los órganos jurisdiccionales la obligación periódica de 
revisar la medida de seguridad ha originado en los afectados indefensión, ya que 
la situación de aislamiento social y familiar por un lado, y la «falta de razón» por 
otro, han dejado en manos de los responsables de las instituciones sanitarias la 
solicitud de revisión de la medida, siendo éstas desatendidas en muchos casos. 
- La falta de límite temporal al internamiento no ha quedado «al dato alea­
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torio de la desaparición de la peligrosidad social del sujeto inimputable», sino que 
ha favorecido la arbitrariedad en el control y duración de la medida, dando como 
resultado que la duración del internamiento con frecuencia haya sido superior a la 
pena impuesta por la comisión del mismo hecho para los imputables. 
Todo lo dicho anteriormente ha contribuido, de forma paradójica, a que el 
fundamento mismo de la medida de seguridad, es decir, el principio de igualdad, 
justamente origine lo contrario, la vulneración de tal principio, contribuyendo a 
perpetuar el discurso social marginador y discriminador en relación a los enfermos 
mentales. Dejando a los inimputables que cumplen la medida de seguridad de 
internanliento fuera del Derecho, esto es, fuera del Derecho Constitucional, Penal, 
etc., en los establecimientos para los enfermos de «aquella clase», olvidados la 
mayoría de las veces por la familia, la sociedad y por la propia medicina. 
El principio de igualdad y el derecho a la libertad no han sido los únicos dere­
chos constitucionales vulnerados debido a la defectuosa redacción del arto 8.1, 
sino también el derecho a la tutela judicial efectiva, el principio de proporcionali­
dad y el principio de legalidad. 
Es en aras a la protección de los derechos y garantías constitucionales de los 
sectores sociales más débiles por lo que la «urgente reforma» en esta materia, die­
cisiete años después, con el «Código Penal de la Democracia», introduce cambios 
relevantes en las medidas de seguridad en general y en concreto en la de interna­
miento, entrando esta materia en la órbita de un Estado Social y de Derecho 
moderno. La nueva regulación mejora sustancialmente la anterior y, en líneas 
generales, en el sentido propuesto por el Defensor del Pueblo. 
Ahora bien, esta nueva regulación plantea nuevos problemas, a saber: 
- Las causas de exención de la responsabilidad criminal se amplían a los 
casos de drogas legales e ilegales. Todo lo relativo a esta causa de eximente com­
pleta hará correr ríos de tinta en la doctrina científica y creará serias dificultades 
en su aplicación a los órganos jurisdiccionales, relativas a: valoración de la exi­
mente y la doctrina de la actio libera en causa. ¿Cómo obligar a una persona que 
no quiere dejar de consumir droga a deshabituarse? ¿Es posible en un Estado de 
Derecho obligar a un ciudadano a someterse a este tipo de tratamiento? Es previ­
sible que se produzcan conflictos con la Administración sanitaria pues unos de los 
requisitos imprescindibles en el tratamiento de deshabituación es la voluntariedad 
y la colaboración del paciente en el tratamiento; incluso muchos establecimientos 
destinados a este menester hacen un contrato con el afectado, recayendo en estos 
elementos una de las cláusulas fundamentales que en caso de incumplimiento trae 
como consecuencia el alta voluntaria. 
- Por otro lado, desde sectores progresistas de la psiquiatría se cuestionan la 
facilidad con que los tribunales aplican la eximente completa y si la irresponsabi­
lidad penal beneficia realmente al enfermo mental desde el punto de vista tera­
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péutico. En este sentido también se han manifestado los propios afectados (18). La 
actitud paternalista, cuando no marginadora, en tomo a la enfermedad mental no 
facilita la tarea en estos momentos entre los profesionales sanitarios y juristas en 
tomo a trabajar sobre un nuevo enfoque sobre la inimputabilidad. 
- El límite en la duración de la medida de seguridad es cuestionada por algu­
nos autores, entre ellos Carlos Vázquez Iruzubieta (19), argumentando que la «Ley 
no tiene en cuenta la peligrosidad que puede representar el insano que ya ha dado 
muestras de su peligrosidad y cumplido el plazo no esté curado». La solución que 
da la Leyes la del internamiento al amparo de la legislación civil (Disposición 
Adicional l.a). Este tipo de internamientos tienen una finalidad terapéutica, inde­
pendientemente de la peligrosidad del sujeto. En consecuencia, al ser un criterio 
de salud la indicación del internamiento, y derogada la Ley 16/1970, de 4 de agos­
to, sobre Peligrosidad Social y Rehabilitación Social, si el facultativo no conside­
ra necesario su ingreso, ¿cuál es la alternativa? En la práctica podría ampliar el 
ámbito de las responsabilidades del facultativo y por tanto la penal. 
- La revisión de la medidas de seguridad plantea el problema de los escasos 
recursos de la Administración de Justicia en orden al cumplimiento del arto 97 
(20). 
- También la falta de recursos podría plantear dificultades en el cumplimien­
to de las medidas de seguridad no privativas de libertad por el sometido a ellas, lo 
que a la postre puede afectar a las decisiones de Jueces y Tribunales para «desde 
un principio o durante la ejecución de sentencia» imponer una medida de seguri­
dad no privativa de libertad. 
- Habrá que esperar a las elaboraciones teóricas de la doctrina científica y a 
la aplicación que realicen los operadores jurídicos para ver los resultados de las 
normas relativas a la inimputabilidad y medidas de seguridad de internamiento del 
Código Penal de la «Democracia». 
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